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INTRODUCCION 

 

 
El presente trabajo trata sobre la institución 

denominada “Determinación Judicial y Legal de la Pena”, constituyendo en 

estos tiempos un elemento fundamental en el desarrollo de nuestra norma 

jurídica. Pero, ¿Que entendemos por Determinación Judicial y Legal de la 

Pena?, para muchos es algo novedoso, por cuanto no existe mucha doctrina 

al respecto, toda vez que el tema es relevante y de trascendencia para 

nuestra administración de justicia y la sociedad en general. Es necesario 

definir a institución materia de investigación; comenzaré manifestando que la 

institución, son etapas donde se determina de la pena, tendiente a definir la 

calidad y el quantum de la pena abstracta o concreta de un hecho punible, y 

todas sus etapas o fases se diferencian por el modo, efecto y el actor que la 

desarrolla. En este sentido, hacemos referencia a la Determinación Legal de 

la Pena, cuando la decisión es recogida por el legislador, es decir serán 

nuestros legisladores los que fijen el marco punitivo, que deberán aplicarse al 

que comete un determinado delito, por ejemplo: el que infringe el artículo 

188º, entonces se entiende que al que viole la Ley se le sancionará. Y en lo 

referente a la determinación judicial de la pena, nos referimos, 

exclusivamente lo que el Juez decide, es quién  determinará el quantum de la 

pena y, tendrá que sancionar la tipificada por el legislador,  cuya decisión se 

determinará por las circunstancias presentadas en el hecho delictivo. 

     De esta manera, con todo lo manifestado y 

percibiendo la realidad de la administración de justicia, se puede evidenciar 

que la última fase de dicha institución, es decir la determinación judicial de la 

pena, es muy importante hoy en día, para nuestro ordenamiento jurídico, 

porque gracias a ella se permite establecer criterios racionales y 

controlables, que eviten la arbitrariedad en la fijación de una pena por parte 

del magistrado. Como es de conocimiento de la sociedad peruana, que la 

facultad exclusiva de administrar justicia, recae en nuestros magistrados. 

Muchas veces esa facultad o poder se tornaba incontrolable, convirtiéndose 

en arbitrario, por cuanto, los fallos jurisdiccionales en muchos casos, 

resultaban injustificados o en casos similares, existía desigualdad en la 

aplicación de la pena, hechos que ocasionaba que la sociedad en general 

tenga el concepto que la Justicia es arbitraria y corrupta, desprestigiando 
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con ello, al del Poder Judicial. Situación que conllevó a que los legisladores 

se preocupen por mejorar esta imagen y, asimismo, controlar la labor que 

desempeñan nuestros magistrados al momento de sentenciar, considerando 

que la búsqueda de la solución, lo efectúan apoyándose del artículo Nº 01 

de la Constitución Política del Perú. Es por ello, que nuestros legisladores al 

crear y elaborar los alcances de dicha institución, lo han hecho para mejorar 

la administración de justicia,  que salvaguarde los derechos  de todo 

sentenciado, siendo este el de ser sancionado proporcionalmente, a obtener 

una pena justa, ya que al sancionar a un  infractor, estamos privándolo de 

un derecho vital para todo ser humano, como lo es la libertad, es por ello, 

que considero que al analizar  conocer y difundir, esta institución es muy 

importante, corresponde exclusivamente conocer de este tema a los 

administradores de justicia, también lo es para la colectividad en general, 

porque con ello se permite, tener noción de cómo debe impartirse la justicia 

de forma correcta, y con ello, no permitir más arbitrariedad, ya que gracias a 

la institución de la determinación judicial de la pena, existen reglas que todo 

magistrado a nivel nacional deberán aplicarlo, ahora sus decisiones deberán 

ser motivadas y como se expresó líneas atrás, se deberá considerar todas 

las circunstancias atenuantes y/o agravantes que se presenten en el hecho 

delictivo a conocer. Actualmente, en la determinación judicial de la pena se 

aplica el sistema de tercios, es decir, que en un determinado delito, donde 

ya se limitó el mínimo y el máximo de la pena, se efectuará la división de 

ello, en tres tercios, teniendo como resultado un tercio inferior, un tercio 

intermedio y un tercio superior, es ahí donde juega un papel muy importante 

las circunstancias, porque ellas permitirán que el magistrado gradué la pena 

y determine el tercio que corresponda aplicar a un explícito proceso. 
 

Finalmente, el objetivo de esta investigación   

es dar a conocer los alcances de la importancia que tiene esta institución 

para los operadores de justicia, así como para los estudiantes de derecho, 

para la sociedad interesada; por considerar que la aplicación de la 

determinación judicial de la pena no solo es de interés de los órganos 

jurisdiccionales, sino de la sociedad, porque una sociedad que conoce sus 

derechos, será una sociedad privilegiada. 
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CAPITULO I 

ASPECTOS DE LA ENTIDAD RECEPTORA 

 

 

1.  NOMBRE DE LA ENTIDAD DONDE LABORO: 

Ministerio Público Fiscalía de la Nación – Distrito Fiscal de Huánuco - 

Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Yarowilca. 

 

           CARGO EN EL CUAL ME DESEMPEÑO: 

 

Asistente Administrativo en Sistema Fiscal. 

 

           DIRECCIÓN: 

 

Jr. San Juan S/N- Tercer Piso, Distrito de Chavinillo, Provincia de 

Yarowilca, Región Huánuco. 

 

           RESEÑA HISTORICA:  

 

El Fiscal en sus albores cumplía la función de defender a la jurisdicción  

y los intereses de la hacienda real en los Tribunales del Consejo de 

Indias, el cual fue establecida en 1542, al instalarse la real Audiencia de 

Lima y después la de Cuzco. En la época republicana el Ministerio 

Público se mantuvo junto al Poder Judicial.  

Desde el año1825 el Ministerio Público estuvo ligado a los jueces y en 

los reglamentos de organización no lo mencionaban. En la Ley General 

de 1923, en el Capítulo pertinente al Poder Judicial, refieren al Ministerio 

Público. En la Carta de 1926 solo regulaba la existencia de un Fiscal a 

nivel de la Corte Suprema. A partir de esa fecha dicha institución 

mantuvo una permanente evolución e integración en el desarrollo de 
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nuestro país, en ese trayecto se promulgo y entro en vigencia el Código 

Penal y el de Enjuiciamiento en Materia Penal, asimismo en ese 

acontecer se promulgó el Nuevo Código de Procedimientos en Materia 

Criminal, donde se precisó que la acción penal era pública, en el 

desarrollo de esta institución en 1940 el Código de Procedimientos 

Penales entra en vigencia, institución que en 1912 y 1963 dicha 

institución fue regulado como autónoma formando parte del Poder 

Judicial.  

La larga espera en la etapa de desarrollo del Ministerio público terminó 

en 1979, sumida al Poder Judicial, al llegar a la mitad del año en 

mención, la historia del Ministerio Publico cambia tajantemente, la 

Asamblea Constituyente de 1978, le atribuye personería propia con 

independencia.  

El 28 de julio de 1979 terminó una larga etapa del desarrollo del 

Ministerio. 

Con fecha 03 de julio del 2004, se promulgó la Ley Nº 28269, 

delegándose al Poder Ejecutivo la facultad de legislar un Nuevo Código 

Procesal Penal y sobre su implementación, así como cualquier otro 

asunto en materia procesal penal, teniéndose en consideración los 

aportes de la Comisión Especial para la Reforma Integral de la 

Administración de Justicia. 

La estructura del Nuevo Código Procesal Penal optimiza el cumplimiento 

de las garantías constitucionales, los principios procesales regulados en 

los tratados internacionales de derechos humanos y demás estándares 

universales en materia de garantías. El nuevo modelo procesal se basa 

en el sistema acusatorio La sustitución de la cultura inquisitiva por el 

nuevo modelo acusatorio supone un cambio de paradigma desde el 

nuevo concepto de justicia. 
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CAPITULO II 

ASPECTOS DEL AREA O SECCIÓN 

 
La labor que desarrollo es la de Asistente Administrativo, de la Segunda 

Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Yarowilca, Despacho que está a 

cargo de un Fiscal Provincial Coordinador, quien es el jefe inmediato, y 

las funciones que realizo, se encuentra preceptuadas en el  Manual de 

Organización de Funciones del Despacho Fiscal Penal Corporativo, 

aprobado mediante Resolución de la Fiscalía de la Nación N° 1735-2014-

MP-FN, siendo las siguientes funciones específicas asignadas: Recibir y 

registrar en el sistema de gestión fiscal el ingreso de escritos, oficios y 

otros documentos, recibir, clasificar y registrar, en el día, los documentos 

ingresados al Despacho Fiscal, dando cuenta al Fiscal, atender al 

usuario, facilitando las carpetas fiscales para su lectura y expedición de 

copias, dispuestas por el Fiscal, digitalizar, imprimir o fotocopiar, así 

como certificar los actuados de las carpetas fiscales, y sus anexos según 

lo disponga el Fiscal, custodiar, mantener y clasificar los archivos y 

documentación del Despacho Fiscal, Apoyar en las labores del turno 

Fiscal, conforme a la necesidad de servicio y a lo dispuesto por el Fiscal, 

realizar el trámite documentario y notificaciones que el Fiscal disponga, 

dentro del plazo de Ley y, otras actividades que disponga el Fiscal.  
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CAPITULO III 

IDENTIFICACION DE LA SITUACION PROBLEMÁTICA 

 
1.  FORMULACIÓN DEL PROBLEMA: 

¿AL APLICAR LA DETERMINACIÓN JUDICIAL DE LA PENA LOS 
SEÑORES MAGISTRADOS UTILIZAN UN MARCO EQUITATIVO BAJO 
EL PRINCIPIO DE MOTIVACIÓN DE LAS SENTENCIAS, A FIN DE NO 
LESIONAR EL PRINCIPIO DE LA PENA JUSTA? 

 
2. OBJETIVOS: 

 
 

2.1. DETERMINAR Y CONOCER LOS CRITERIOS QUE 
EMPLEAN LOS SEÑORES MAGISTRADOS A NIVEL 
NACIONAL AL MOMENTO DE ESTABLECER EL 
QUANTUM DE LA PENA. 

 
2.2. DETERMINAR SI LOS CRITERIOS QUE EMPLEAN LOS 

SEÑORES MAGISTRADOS NO LESIONAN EL PRINCIPIO 
DE LA PENA JUSTA. 

 
2.3. DETERMINAR SI LOS CRITERIOS APLICADOS SE 

ENCUENTRAN DEBIDAMENTE MOTIVADOS, DEJANDO 
DE SER EL QUANTUM DE LA PENA IMPREDECIBLE. 

 

 

3. JUSTIFICACIÓN: 

 
La presente investigación pretende dar respuesta sobre el actuar de los 
señores magistrados, al momento de sancionar un hecho delictivo. 
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MARCO TEÓRICO 

LAS PENAS 
 

1.- CONCEPTOS: 

 

      1.1 CONCEPTOS: 

 

Para LORENZO MORILLAS CUEVA, menciona que “La pena no puede 

comprenderse como un castigo, en el sentido de venganza social contra 

el que delinque. Su alcance mínimo es de una medida de carácter 

represivo en cuanto se supone la imposición de un mal por el delito 

cometido”.1 

El jurista peruano ÁNGEL GUSTAVO CORNEJO entendía que la pena 

era para el delincuente “Una consecuencia dolorosa de su propia acción 

y realiza automáticamente una retribución del mal que sufriera la 

víctima. La pena es siempre algo más que un acto de simple defensa 

social”2 

 

2.- FUNCIONES: 

 

COBO DEL ROSAL y VIVES ANTON, precisan “la función de la pena no es 

la realización de la justicia por medio del castigo. El orden jurídico ha de 

adaptarse, desde luego, a determinadas exigencias de justicia, pero no 

puede ni debe pretender realizar la justicia en la tierra... la función primordial 

de la pena es la tutela jurídica, esto es, la protección de los bienes e 

intereses cuyo pacífico disfrute ha de garantizar el derecho en virtud de su 

propia naturaleza de orden de la coexistencia”3 

 

ROXIN, “el Derecho Penal sólo resulta legítimo si persigue la protección de 

                                                           
1
 Lorenzo Morillas Cueva, “Teoría  de las Consecuencias Jurídicas del Delito”, Tecnos, Madrid 1991, Pág.13. 

2
Ángel Gustavo Cornejo, “Parte General de Derecho Penal”, tomo Primero. Librería e Imprenta de domingo Miranda, 

Lima 1936, Pág. 125. 
3
  Cobo Del Rosal Y Vives Anton, Derecho Penal, Parte General, 5ª Ed. Valencia, 1999, Pág. 800. 
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bienes jurídicos”4 

 

3.- FINES DE LAS PENAS:  

           

Resulta muy frecuente preguntarnos ¿por qué se impone una pena?, ya que 

sabemos que la pena es el principal medio de que dispone el Estado como 

reacción frente al delito, en el sentido de "restringir los derechos del 

responsable”, por ello es necesario realizar una breve referencia a las 

TEORÍAS DE LAS PENAS O TEORÍAS SOBRE LOS FINES DE LA PENA, 

que son considerados por la doctrina contemporánea como intentos de 

justificar la actividad punitiva del Estado, para legitimar las consecuencias 

jurídicas del delito. 

 

3.1 TEORÍAS ABSOLUTAS.- También conocida como Retribucionista, según 

las teorías absolutas “el fundamento justificativo del castigo radica en que 

éste es la merecedora retribución de la violación del derecho omitido por 

el delincuente”5
 

Esta teoría introduce como criterio de justificación la retribución, sobre 

cuyos extremos se han dado en la doctrina diferentes vertientes que 

resumen el pensamiento retributivo, corrientes que han merecido la 

denominación de TEORÍAS MORALES. 

     “La pena para los retribucionistas debe existir para que la justicia domine  

      en la tierra”.6 

 

La teoría absoluta concibe a la pena como un fin en sí mismo, es decir, 

como castigo o reacción o reparación o simplemente como “retribución 

del delito”. Para los retribucionistas la pena es el medio de conseguir y 

en todo caso mantener la justicia moral, ya que la pena tiene un fin, 

esencialmente ética. 

                                                           
4
  Roxin cit. Por Cornelius, Nestler en el “Principio de la Protección de Bienes Jurídicos...” Artículo publicado en “La 

Insostenible Situación del Derecho Penal”, Estudios de Derecho Penal, Editorial Comares Granada, 2000,  Pág. 63. 
5
 Cobo Del Rosal y Vives Antón, “Derecho Penal”, Parte General, 5ª Ed. Valencia, 1999. Pág. 810. 

6
 Roxin, Cit. En Felipe, Villavicencio Terreros, “Derecho Penal, Parte General”, Editorial Jurídica Grijley E.I.R.L, Lima, 

2006, Pág. 47. 
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Entre los principales expositores de las teorías absolutas de la pena, 

encontramos a dos grandes pensadores del idealismo alemán: 

 

3.1.1  KANT: Filósofo alemán, cuyas ideas se encuentra en su obra LA  

METAFÍSICA DE LAS COSTUMBRES.7 Entre sus principales 

planteamientos tenemos: 

La pena debe aplicarse sólo porque se ha infringido la ley. Su 

objetivo  es, nada menos, que realizar la justicia. 

 La balanza de su juicio se inclinó por el PRINCIPIO DEL TALIÓN 

(jus talionis): ojo por ojo, diente por diente. Sus argumentos eran: 

“el mal no merecido que haces a otros de tu pueblo, te lo haces a 

ti mismo; si lo deshonras, te deshonras a ti mismo; si le maltratas 

o le matas,  te maltratas o te matas a ti mismo”.8  

 En síntesis, Kant hacía referencia de que el reo debía ser 

castigado por la sola razón de que ha delinquido, sin ninguna 

consideración de obtener de su pena utilidad alguna para él o para 

los demás integrantes de la sociedad, argumento con el que 

rechazó de plano toda función preventiva especial o general, 

porque para Kant la pena se aplica solamente porque se ha 

infringido la ley penal, por haber cometido un delito. 

 

            3.1.2   HEGEL: También Filósofo alemán, cuyo ideario  jurídico  penal  se 

                     dé su “Principios de Filosofía del Derecho”.9 

Sienta sus bases en una “retribución jurídica”, en la cual el Estado 

persigue el mantenimiento del orden jurídico, ya que el delito 

causa una aparente destrucción del derecho que la pena 

inmediatamente establece. 

 Respecto a la postura de HEGEL, el profesor y Doctor Raúl PEÑA 

                                                           
7
 Kant, Emmanuel, Principios metafísicos de la doctrina del Derecho, Universidad Nacional Autónoma de     

     México, México, 1978. 
8
 Kant, Emmanuel, Principios metafísicos de la doctrina del Derecho, Universidad Nacional Autónoma de  

    México, México, 1978; Fundamentación metafísica de las costumbres, trad. De García Morente, 8ª  
    edición,Espasa-Calpe, Madrid, 1983. Pág. 168. 
9
 Hegel, George Friederich, vease la traducción española de su Filosofía del Derecho, trad. De G. Bates, México, 1975. 
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CABRERA sostiene que le ha dado “un fundamento dialéctico a la 

pena (la negación de la negación) con lo cual ésta ha de tener dos 

premisas: primero, que el ordenamiento jurídico estará 

representado por “voluntad general” y la otra –lo que la pena trate 

de negar– la “voluntad especial” (la del delincuente). Actuando de 

la siguiente manera: primero, el delincuente (voluntad especial) 

con su delito niega el ordenamiento jurídico. Luego el Estado, en 

representación de la sociedad (voluntad general), aplica una pena 

como retribución a la acción delictiva. El delincuente al sufrir la 

pena, el delito queda “compensado” (negado) restableciéndose el 

Derecho quebrantado. Actúa entonces, la respuesta estatal como 

una negación del delito, reafirmándose el Derecho”.10
 

 

   3.2 TEORÍAS RELATIVAS.- También conocida como teoría preventiva, la                                      

misma que tiene una notable diferencia con la teoría absoluta, busca 

fines  preventivos posteriores. 

La fórmula más antigua de la teoría relativa suele atribuirse a Séneca 

quien, tomando del Protágoras de Platón, afirmó “Nemo prudens punit 

quia peccatum est sed ne peccetur”, lo que significa que ninguna persona 

razonable castiga por el pecado cometido, sino para que no se peque.11
 

        La función preventiva asignada a la pena se divide: 

                                                                                        

   3.2.1. REVENCIÓN GENERAL.- Es aquella en la cual se busca  

internalizar en la colectividad un mensaje de intimidación que 

determine a sus integrantes a abstenerse a cometer delitos.  Tiene 

dos cualidades: 

 

3.2.1.1. Prevención General Negativa.- Se considera a PAUL 

JOHANN ANSELM VON FEUERBACH como el principal 

                                                           
10

 Peña Cabrera, Raúl, La Pena en la Democracia Capitalista y el Sistema de Sanciones en el Proyecto de Código 
Penal en Debate Penal N° 1, Lima, 1987, Pág. 5. 
11

  Hassemer, Winfried, Fundamentos de Derecho Penal, trad. De Francisco Muñoz Conde, y Luiss Arroyo Zapatero, Ed. 
Bosch, Barcelona 1984, Pág.347. 
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exponente de este criterio dogmático, ya que fue quien 

formulo en el siglo XIX, su famosa “Teoría de la Coacción 

Psicológica”, cuyo planteamiento esencial atribuía a la 

pena el sentido de una contra motivación negativa  que 

se ampara en el mal que podría acarrear para el 

delincuente la comisión de un delito. En simples 

palabras, con este criterio se busca atemorizar a la 

población vulnerable, se dirige a quienes no delinquieron 

para que no lo hagan. 

 

3.2.1.2.  Prevención General Positiva.-  Se adjudica a la pena ya 

un fin de conservación del orden, o de conservación del 

derecho, o para fortalecer la pretensión de validez de las 

normas jurídicas en la conciencia de la generalidad, o 

bien reforzar las costumbres sociales y la fidelidad al 

derecho o como afirmación de la conciencia social de 

norma. Su misión es más bien reafirmar la vigencia de la 

norma, a que la norma siga siendo un modelo de 

orientación idónea.  El máximo representante de este 

criterio dogmático es GUNTHER JAKOBS. 

 

3.2.2. PREVENCIÓN ESPECIAL.- Denominada “prevención individual”, 

está orientada a prevenir los nuevos de nuevos ilícitos, de aquellos 

individuos que hayan ya infringido la norma penal, a través de su 

corrección o intimidación.  

La prevención especial tiene dos cualidades: 

 

 

3.2.2.1. Prevención Especial Positiva.- Con esto se quiere lograr  la 

resocialización del autor a través de una pena y no infrinja la 

Ley. 
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3.2.2.2. Prevención Especial Negativa.- Mediante la inocuización  

del individuo, se pretende aislar  del mismo por ser incapaz 

de convivir en sociedad. 

 

  3.3 TEORÍAS MIXTAS.- También llamadas teorías de la unión. Esta teoría 

trata de combinar los principios de las teorías absolutas con lo de las 

teorías relativas en una teoría unificadora. Por ello se puede decir, que 

las teorías mixtas o unión  procuran justificar la pena en su capacidad 

para reprimir (retribución) y prevenir (protección), al mismo tiempo. Dicho 

en otras palabras, la pena debe cumplir en el mismo tiempo las 

exigencias de la retribución y prevención. Ella debe ser justa y útil. En 

esta teoría se admite que el fin represivo y el preventivo de la pena 

pueden no coincidir e inclusive ser antinómicos, la pena justa con 

respecto al hecho cometido puede ser insuficiente para el autor del delito 

y su necesidad. El conflicto debe resolverse optando por uno de ellos, el 

que sea preponderante.  En la actualidad los penalistas en la teoría y en 

la práctica trabajan con una serie de criterios justificantes de la pena, en 

distintos momentos: el de la amenaza, el de la aplicación y el de la 

ejecución.  
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DETERMINACIÓN DE LA PENA 
 

 

1.- CONCEPTO: 

 

Determinar la pena significa precisar, en el caso concreto, la sanción que se 

impondrá a quien ha intervenido en la realización de un hecho punible como 

autor, cómplice o encubridor, es decir, fijar las consecuencias jurídicas del 

delito. 

La determinación de la pena es el procedimiento técnico y valorativo que 

debe seguir todo órgano jurisdiccional al momento de imponer una sanción 

penal. 

La determinación de la pena es una de las labores más complejas para 

todos los operadores jurídico ‐penales y, en especial, para los Jueces 

Tribunales.  

 

2.- PRINCIPIOS RECTORES DE LA DETERMINACIÓN DE LA PENA: 

 

Son principios que determinan un marco regulador en las decisiones del 

legislador o del Juez. 

Entre los principios rectores tenemos: 

 

     2.1   EL PRINCIPIO DE LA FUNCIÓN PREVENTIVA: 

 

Se denomina también “principio teleológico”. requiere que la pena, en 

su rol funcional de mecanismo de mantenimiento de la confianza social y 

de la defensa de bienes jurídicos, no puede ni debe ser usada por el 

Estado de modo prepotente o arbitrario. La sanción punitiva, no ha de 

usarse para atemorizar a la población.   

 

              



19 
 

    2.2. EL PRINCIPIO DE LA LEGALIDAD: 

 

Este principio indica que solo la ley puede señalar cuales las son las  

penas que se pueden imponer al autor o partícipe de un delito. 

Asimismo, determina que las penas solo podrán ejecutarse del modo 

establecido por la ley. Cabe señalar que tales exigencias alcanzan 

también a otras consecuencias jurídicas del delito como las medidas de 

seguridad y a las consecuencias accesorias.   

 

    2.3. EL PRINCIPIO DE LA CULPABILIDAD: 

  

El artículo VII del Título Preliminar del Código Penal trata del Principio de 

Culpabilidad y de sus efectos sobre la pena. Concretamente el aludido 

principio se resume en la clásica frase “no hay pena sin culpabilidad”.12 

De ella derivan  tres consecuencias de relevante sentido garantista y que 

son las siguientes: 

                     1.- No hay responsabilidad objetiva ni pena por el mero resultado. 

                     2.- La responsabilidad y la pena son por el acto y no por el autor. 

                     3.- La culpabilidad es la medida y límite de la pena. 

El Código Penal de 1991 ratifica su compromiso con el Principio de 

Culpabilidad, al tratar de las llamadas lesiones con resultado fortuito en 

el artículo 123°.  

Desde esa perspectiva resulta relevante la inclusión en el inciso 1 del 

artículo 45° del Código Penal, de un criterio de fundamentación y 

determinación de la pena que resulta compatible con la denominada co-

culpabilidad social. Al respecto ha sostenido el doctor Hurtado Pozo: “La 

co-culpabilidad o culpabilidad parcial, a la cual se refiere la exposición de 

motivos, se comprende mejor si se tiene en cuenta la explicación 

siguiente, dada en el mismo párrafo citado: la sociedad acepta así una 

responsabilidad parcial en la conducta delictiva: es decir, responsabilidad 

                                                           
12 Castillo Alva, José. “Principios de Derecho Penal”. Ob. Cit., Págs. 363 y s.s. 
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de que el autor haya cometido una acción típica, antijurídica y culpable”. 

13 

 

  2.4. EL PRINCIPIO DE HUMANIDAD: 

  

Este principio sostiene que el Estado no puede diseñar, aplicar ni 

ejecutar sanciones penales que afecten la dignidad de la persona, ni que 

dañen la constitución psicofísica de los condenados. Por tanto, mucho 

menos se pueden incluir penas que destruyan la vida de las personas. 

El Principio de Humanidad es, pues, un límite a las penas crueles o a las 

penas de muerte y de prisión indeterminada o perpetua.  

 

2.5.    EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD: 

 

También se le conoce como principio de prohibición de exceso o de la 

pena justa.  Este principio regula que la pena debe guardar relación con el 

grado de responsabilidad del agente, con la magnitud del daño 

ocasionado y con la trascendencia del bien jurídico lesionado. 

En consecuencia, pues, del Principio de Proporcionalidad se desprende, 

como contenido esencial, que toda imposición desmedida o innecesaria 

de sanciones, sean penas, medidas de seguridad o consecuencias 

accesorias, representará siempre una restricción o privación abusiva y 

arbitraria de derechos.  

Nuestro sistema punitivo ha demostrado en su evolución histórica una 

vocación sobre criminalizadora y preventivo general negativa. La pena, en 

ese contexto, pues, ha sido y sigue siendo un medio simbólico de 

apaciguamiento y de terror social. En este contexto cierto sector de la 

judicatura ha recurrido con frecuencia al principio de proporcionalidad para 

imponer sanciones por debajo del mínimo legal sin expresar ninguna 

razón atenuante específica o privilegiada. Y sin argumentar de modo 

                                                           
13

 José Hurtado Pozo. Derecho Penal. Parte General I. Ob. Cit. Pág. 600. 



21 
 

sistemático el exceso penal aludido. Esta praxis deviene en ilegal y 

arbitraria cuando no desarrolla una motivación suficiente. Al respecto es 

de advertir que la mera invocación de proporcionalidad no configura, por si 

misma, una pena justa ni legal. 

 

 

3.- ETAPAS DE LA DETERMINACIÓN PENAL:  

 

En la determinación judicial de la pena se puede distinguir dos etapas, como 

primera etapa tenemos: 

 

        1era etapa.- DETERMINACIÓN LEGAL DE LAS PENAS:   

 

En esta etapa, el Poder Legislativo se sirve de algunos criterios para 

elaborar un marco penal que permita sancionar la vulneración de los 

bienes jurídicos más importantes para la sociedad. Estos criterios son: 

 

a) El valor proporcional de las normas penales dentro del sistema 

punitivo; 

b) Un principio decisivo para determinar el valor adjudicado a cada 

bien jurídico; 

c) Establecer distintas clases de penas y medidas de seguridad; 

d) Prever escalas que contienen los topes mínimos y máximos de 

punibilidad que corresponden para cada hecho punible; y 

 

e) Determinar criterios valorativos para vincular al juez, sirviéndose 

de pauta para aumentar o disminuir la pena que debe imponer en 

el caso concreto.14 

 

Bajo estos lineamientos, el legislador suministra, a través de las normas 

                                                           
14

 Righi, Esteban. “Derecho penal. Parte General”. 2º reimpresión. Buenos Aires-Argentina: Abeledo Perrot, 2010. 

Págs.20 y 527. 
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jurídicas, bases amplias y elementos de evaluación, que permitirán al 

juez (posteriormente) individualizar la pena para cada caso en concreto. 

 

        2da. Etapa.- DETERMINACIÓN JUDICIAL DE LAS PENAS: 

 

Esta segunda etapa es conocida como aplicación de la pena, 

individualización judicial de la pena o dosificación de la pena. La 

instancia de determinación judicial o de individualización de la pena, 

legislador establece, sobre todo, en el artículo 46º del Código Penal. En 

esta etapa el Juez, asume la tarea de la elección de la pena adecuada al 

caso concreto, dentro del marco ofrecido por el legislador. En el estudio 

de esta segunda etapa nos enfocaremos a desarrollar a continuación. 
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DETERMINACIÓN JUDICIAL DE LA PENA 
 

1.- CONCEPTO: 

 

El órgano jurisdiccional en una sentencia penal emite hasta tres juicios 

importantes. Primero el juez se pronuncia sobre la tipicidad de la conducta 

atribuida al proceso (juicio de subsunción). después, a la evidencia existente 

decide sobre la inocencia o culpabilidad de éste (declaración de certeza). Y 

finalmente, si decide la responsabilidad penal deberá definir la calidad e 

intensidad de las consecuencias jurídicas que corresponden aplicar al autor 

o partícipe de la infracción (individualización de la sanción). La 

determinación judicial de la pena tiene relación con esta última decisión 

judicial. 

 

2.- FUNCIÓN: 

 

Tiene por función, identificar y decidir la calidad e intensidad de los efectos 

jurídicos que incumben aplicar al autor o partícipe de un delito. Se trata, por 

tanto, de un metodo técnico y valorativo de individualización de sanciones 

penales 

 

3.- ETAPAS DE LA DETERMINACIÓN JUDICIAL DE LA PENA: 

 

Según la Ley N° 30076 del 19 de agosto del 2013, el procedimiento de 

determinación judicial de la pena se desarrolla a través de dos etapas 

sucesivas: 

 

          PRIMERA ETAPA: 

    3.1 LA IDENTIFICACIÓN DE LA PENA BÁSICA.- El primer paso es precisar 

los límites de la pena o penas aplicables. Es aquella etapa denominada 

identificación de la pena básica. Donde el juez establece un espacio 

punitivo que tiene un mínimo o límite inicial y un máximo o límite final. 



24 
 

Por ejemplo, en el delito de homicidio simple, la pena básica o aplicable 

tendría un límite inicial o mínimo de seis años y un límite final o máximo 

de veinte años. Sin embargo, en aquellos delitos donde por defecto de 

técnica legislativa sólo se ha considerado en la pena conminada uno de 

tales límites, sea el mínimo o el máximo, donde el juez debe de integrar 

el límite faltante en base a los que corresponden genéricamente para 

cada. 

 

             SEGUNDA ETAPA: 

    3.2  LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA CONCRETA.- Radica en llegar              

a la pena judicial. Primer paso es la determinación de la pena, lo fija el 

legislador con ese mínimo y ese máximo, y el juez lo reconoce a través 

de la pena básica; el segundo paso  es la pena concreta, es un ejercicio 

estrictamente judicial, que no puede ser el resultado de una actividad 

empírica rutinaria, sino de un proceso técnico, que justamente permita 

justificar los resultados obtenidos; vale decir, la pena concreta, la pena 

judicial, el cual aparecerá en la sentencia condenatoria; el principal 

instrumento que tenemos son las circunstancias, porque mediante ellas 

vamos a saber qué pena aplicar, ya sea utilizando el tercio inferior, 

tercio intermedio o tercio superior. Por ejemplo: utilizando el ejemplo 

anterior (de la primera etapa). 

 

 4.  LAS CIRCUNSTANCIAS: 

 

    4.1 CONCEPTOS: 

 

 Son conjunto de indicadores, que se busca graduar la entidad 

cuantitativa de la pena15. 

 Las circunstancias permiten apreciar, si un delito es más o menos 

grave y a partir de ello ponderar el alcance cualitativo y cuantitativo 

                                                           
15

Vid. Prado Saldarriaga, Víctor. “La determinación judicial de la pena”. En: VV.AA. Seminario Taller. Nuevos criterios 
para la determinación judicial de la pena. 
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de la pena que debe imponerse a su autor o participe.  

 

   4.2   CLASIFICACIÓN DE LAS CIRCUNSTANCIAS: 

Son objeto de diversas clasificaciones, sin embargo, atendiendo a las 

particularidades de nuestra norma, consideramos pertinente utilizar tres 

criterios de clasificación.         

           4.2.1   POR SU NATURALEZA:  

 

COMUNES O GENÉRICAS.- En la legislación nacional tales   

circunstancias se encuentran reunidas, principalmente, en el 

artículo 46ºdel Código Penal. EJEMPLO: Si se quiere graduar la 

pena para un delito de estafa, se tendrá que trabajar con las 

circunstancias del artículo 46º; si se quiere graduar la pena para 

un delito de homicidio simple, se tendrá que trabajar con el 

artículo 46º. 

ESPECIALES O ESPECÍFICAS.- Son aquellas circunstancias 

que se regulan en la Parte Especial y  opera en la determinación 

de la pena sólo con determinados delitos.  EJEMPLO: El artículo 

189º del Código Penal; el artículo 186º; artículo 297º.  

ELEMENTOS TÍPICOS ACCIDENTALES.- Son aquellas 

circunstancias que concurren con una conducta típica,  forma un 

tipo penal derivado. EJEMPLO: El parricidio que reproduce la 

conducta típica del homicidio, el homicidio simple previsto en el 

artículo 106º y el artículo 107º. 

 

           4.2.2   POR SU EFECTIVIDAD:  

 

CIRCUNSTANCIAS ATENUANTES.- Son los producen como 

efecto la consideración o aplicación de una pena menor. es decir, 

hay una desvaloración de la conducta, hay una menor intensidad 

en la culpabilidad del autor, menor punibilidad y, por ende, hay una 

menor sanción. 
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CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES.- El comportamiento  

antijurídico ejecutado, genera como efecto la conminación o 

imposición de una pena más grave. 

CIRCUNSTANCIAS MIXTAS.- Son eventos que  logran asumir un  

rol agravante o un rol atenuante. 

EJEMPLO: El parentesco, puede ser agravante en la  

promoción y favorecimiento de la prostitución, por cuanto el 

inciso 4 del artículo 179°. Sin embargo, el artículo 208º, la 

condición excluyente de punibilidad para delitos patrimoniales 

como el hurto o los daños. 

 

   4.2.3    POR SU RELACIÓN CON LA PENA CONMINADA:  

                La particularidad de este tipo de circunstancias genera la forma de  

un nuevo marco de conminación penal. Toda vez que se cambian 

los límites legales, mínimos o máximos, de la pena conminada 

para el delito. Pueden ser: 

CIRCUNSTANCIAS CUALIFICADAS.- Es aquella circunstancia 

que produce una modificación ascendente de la conminación 

penal que se proyecta por encima del máximo legal original (tercio 

superior), el cual ahora se convierte en mínimo. 

CIRCUNSTANCIAS PRIVILEGIADAS.- Es aquella circunstancia 

que cambia de manera descendente  el mínimo legal original y 

que será sustituido por uno nuevo e inferior: “el juez podrá 

imponer una pena por debajo del mínimo legal”; eso significa que 

ese atenuante nos coloca en el otro extremo.  

 

5-.  REINCIDENCIA  Y HABITUALIDAD EN LA DETERMINACION JUDICIAL   

      DE LA PENA 

 

Las figuras de reincidencia y habitabilidad han sido  consideradas por 

nuestros legisladores como supuestos de agravación de la pena ante casos 
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de reiteración delictiva, ya que incrementan o agravan la pena por sobre la 

pena conminada.  

 

       5.1 REINCIDENCIA: 

 

 5.1.1. CONCEPTO: 

Es aquella persona que se encuentra en circunstancias que se le 

imputa un delito, y abre espacio para la valoración de sus 

conductas anteriores, con miras a la graduación de las penas 

La normativa peruana ha recogido a la institución de la 

reincidencia en el artículo 46° B del Código Penal,”16 

 

          5.1.2  CLASES DE REINCIDENCIA: 

 

REINCIDENCIA ESPECÍFICA.- Está referida a la comisión del   

mismo delito, es decir, él delito es idéntico al primero.  

REINCIDENCIA GENÉRICA.- En la hipótesis de que el 

delincuente, después que cumplió la condena en todo o en parte, 

vuelva a reincidir en un nuevo delito diferente al cometido con 

anterioridad, es decir, que los delitos que se cometan con 

posterioridad no son de la misma especie que el primer delito.  

REINCIDENCIA REAL.- Toda vez que exige sea ejecutada la 

pena impuesta. 

 

REINCIDENCIA FICTA.- Toda vez que requiere una condena 

previa, sin que haya cumplido la pena. 

 

Nuestra normativa penal peruana se adhiere a la 
reincidencia genérica y real. 

 

../../Raul/Downloads/jpenal001.pdf 

                                                           
16

Artículo fue modificado por el Artículo 1 de la Ley Nº 30076, publicada el 19 agosto 2013. 

file:///C:/Users/Usuario/Raul/Downloads/jpenal001.pdf
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         5.1.3   CONFIGURACIÓN  DE LA REINCIDENCIA: 

 

Para configurar la agravante de reincidencia debe tener los 

siguientes    requisitos: 

El que, luego de cumplido en todo o en parte una pena, incide en 

nuevo delito doloso en un periodo que no supera de cinco años17. 

Después de haber sido condenado por falta dolosa, incurre en 

nueva falta o delito doloso en un lapso no mayor de tres años. 

 

5.2  HABITUALIDAD: 

 

 5.2.1 CONCEPTO DE HABITUALIDAD: 

Se entiende por habitualidad la comisión reiterativa de delitos, 

ocasionalmente     de misma naturaleza. 

 

                 5.2.2 CONFIGURACIÓN DE LA HABITUALIDAD: 

Las condiciones que han de confluir para que se conforme esta 

agravante son los siguientes: 

Al menos tres acciones condenables, que se trate de delitos  

dolosos, que hayan sido perpetrados en un lapso de 5 años. 

La acción de tres a más faltas dolosas contra un individuo o el   

patrimonio, en un periodo no mayor de tres años. 

 

 

                                                           
17

 No obstante, a diferencia del texto anterior, la Ley 30076 exceptúa del plazo de cinco años para la configuración de 
una agravante por reincidencia a los delitos de parricidio, asesinato, homicidio calificado por condición del agente, 
feminicidio, lesiones graves a menores, lesiones graves por violencia familiar, secuestro, trata de personas, violación 
sexual de menor, hurto agravado, robo agravado, receptación agravada, etc. Vale decir, en estos casos no interesará 
determinar el tiempo transcurrido entre el cumplimiento de la primera condena y el segundo delito, pues así hayan 
pasado diez, veinte o treinta años, la recaída en estos delitos se verá sancionada con la aplicación de esta agravante 
cualificada. 
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6.- DETERMINACIÓN JUDICIAL DE LA PENA Y LA TERMINACION  

     ANTICIPADA: 

 

Se entiende por Terminación Anticipada, al proceso que evita la investigación 

y el juzgamiento, al existir elementos de la responsabilidad y un acuerdo 

entre el imputado y el Fiscal, donde el imputado acepta los cargos, pudiendo 

obtener reducción de la pena en una sexta parte. Este acuerdo debe ser 

aprobado por el Juez.18 Por otro lado, el Doctor Víctor Roberto Prado 

Saldarriaga, manifestado que “se suele identificar al proceso especial de 

terminación anticipada como una forma de simplificación procesal basada en 

el principio del consenso”.19 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
18

Escuela del Ministerio Público, Guía para Actuaciones del Fiscal en el Código Procesal Penal, Pág. 68. 
19

 Víctor Roberto Prado Saldarriaga, “La Determinación Judicial de la Pena”, ob cit, pág. 201. 
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SENTENCIA: 
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ANALISIS: 
 

Que, estando al análisis efectuado podemos referir que la decisión para el 

fallo condenatorio  de los señores magistrados, se fundamentó en lo 

tipificado por los artículos 45°, 45°-A y 46 del Código Penal artículos que 

han sido modificado por la Ley N° 30076; artículos que permiten a los 

señores magistrados graduar o atenuar la pena en atención a determinados 

hechos, siendo en este caso específico que el imputado no tiene 

antecedentes penales, es iletrado tiene carencia sociales que no le han 

permitido un desarrollo educativo adecuado; asimismo se tiene en 

consideración las circunstancias con las cuales se ha efectuado el hecho 

delictivo, siendo que el imputado a la hora de efectuar el delito se 

encontraba con síntomas de embriaguez hechos que ocasionan que el 

imputado tenga niveles de inconsciencia. Todo lo expuesto ha permitido que 

los señores magistrados tomen una decisión teniendo en consideración los 

principios de justicia, equidad y proporcionalidad considerando que el fallo 

condenatorio es totalmente justo. 

Se considera que en la sentencia analizada, los señores magistrados han 

efectuado la determinación judicial de la pena de manera motivada, 

proporcional y sobre todo en estricto cumplimiento de la ley y sancionando 

un delito considerado por la sociedad como un grave reproche que no 

puede quedar impune, ya que en la hora de sancionar se está haciendo 

justicia a la agraviada y salvaguardando el derecho a la libertad sexual y 

sobre todo la indemnidad sexual de un menor que por su minoría de edad 

no tiene la capacidad legalmente reconocida que tiene una persona para 

auto determinarse en el ámbito de su sexualidad, ni mucho menos tiene las 

condiciones de decidir sobre su actividad sexual.          
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CAPITULO IV 

APORTE PARA LA SOLUCIÓN DEL PROBLEMA 

 

 

Que, estando a las páginas que preceden, revisado los alcances de la “Determinación 

Judicial y Legal de la Pena”,  primero, es necesario hacer mención el artículo Nº 1 de la 

Ley General del Perú, entendiendo  que el Estado tiene el deber de velar por el 

bienestar de la sociedad, y estando dentro de este diseño constitucional, recalcamos 

que  cuenta con el derecho penal, que es entendido como la rama del Derecho Público, 

y regula aquellos delitos que los sujetos ejercen contra otros, dañando sus derechos 

fundamentales,  a la vida, a la libertad, al patrimonio, etc. Contando con la pena como 

reacción al frente delito. Sabemos, que la pena es una consecuencia jurídica del delito 

que se materializa en la privación o restricción de bienes jurídicos; asimismo, podemos 

definirla como la sanción aplicable al malhechor o participe de un delito y sólo el Juez 

competente puede imponer penas, conforme a las formalidades establecida por la ley. 

Ahora bien, segundo, sabiendo que la forma habitual donde el Juez se  pronuncia 

condenando (puede ser también, absolviendo de la acusación fiscal, solo trataremos 

sobre situaciones donde se ha comprobado la responsabilidad del acusado), es decir la 

pena a imponer a un procesado se da mediante la expedición de sentencias, que son 

resoluciones judiciales, que deberán estar debidamente fundamentadas, en el marco 

de la Ley Fundamental, de forma que su vulneración se considera causal de nulidad en 

nuestro ordenamiento jurídico.   

Con todo lo esbozado, la institución de la determinación judicial de la pena ha sido 

creada para organizar la administración de justicia y salvaguardar el derecho al debido 

proceso, al de la pena justa, a la proporcionalidad, evitando con ello, la arbitrariedad 

que muchos magistrados efectuaban, protegidos por la total autonomía que nuestras 

normas le atribuían, asimismo, conforme al análisis de las sentencias que son parte del 

presente trabajo, se puede percibir que los diferentes señores magistrados ya cumplen 

con efectuar la debida motivación de sus decisiones, justificando su decisión y en base 

a las normas establecidas, ya no existe incertidumbre sobre sus decisiones.  

 

Pero también, existe en diversos casos o procesos donde el magistrado a pesar de 

conocer los hechos y existir pruebas suficientes de la responsabilidad, justificándose 

en el principio de humanidad, impone penas por debajo del mínimo legal, considero 



57 
 

que no están permitiendo que la pena cumpla su fin de prevención, ya que su sanción 

sería desproporcional, al hecho cometido. Asimismo, los señores fiscales al tener 

conocimiento de un acto delictivo, quien en la tapa de I.P., y posterior a ella efectuará la 

acusación, fundamentando su acusación y solicitar se le imponga al acusado una 

determinada duración de pena privativa de libertad, tendrá que justificar su pedido, 

aplicando los alcances de dicha institución, siendo así, no solo el Juez es quien aplica 

dicha institución, sino también los señores fiscales, y no solo cuando efectúan 

requerimiento de acusación,  lo efectúan mediante la Terminación Anticipada, 

previamente el imputado acepte ser autor del delito, realizan el acuerdo, sobre la clase 

de pena y la reparación civil a imponer, acuerdo que será presentado al Juez, y que 

bajo sus atribuciones lo controle y apruebe,  porque con este acuerdo se da fin al 

proceso, ya que se procede a sentenciar.  El proceso especial de Terminación 

Anticipada, considero que es muy importante en un proceso penal, por cuanto con su 

aplicación se ahorra tiempo y dinero al Estado, pero, así como tiene su lado bueno, ya 

que con dicha institución no solo se favorece al imputado, sino también el Estado 

La institución materia de investigación es de vital importancia, porque gracias esta 

institución se ha mejorado la administración de justicia y va aumentando la aceptación 

en el desempeño profesional de los administradores de justicia, por existir una decisión 

justificada, que permite al procesado conocer los efectos jurídicos de sus actos.  

En la política institucional del poder Judicial, deben ser orientadas al mejoramiento de 

la administración de justicia en el país, asimismo el Consejo Ejecutivo debe considerar 

como tema prioritario una continua formación, de nuestros administradores de justicia, 

así como una continua capacitación de la institución materia de análisis, etapa 

importante el de administrar justicia a un ser humano. 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



58 
 

CONCLUSIONES 
 

 
Que, al haberse analizado la institución denominada Determinación Judicial y Legal 

de las penas, y partiendo exclusivamente de la etapa de la determinación judicial de 

la pena, se considera que es un elemento fundamental en nuestro ordenamiento 

jurídico, pues mediante ella se determinará la pena concreta a imponerse, 

entendiendo por ello, que no es un proceso mecánico, sino  un proceso donde se 

han valorado diversos criterios, porque es la pena la que directamente va afectar al 

ciudadano, por ello es necesario preguntarnos ¿qué criterios emplea el Magistrado 

para determinar el tipo de pena que impondrá a quien infrinja la norma jurídica 

penal?, ¿Son realmente penas justas y racionales?. 

 En ese sentido, como se manifestó, la determinación judicial de la pena juega un 

papel primordial, gracias a dicha institución penal, se deberán respetar 

determinados principios que salvaguardan las garantías del sentenciado, como son 

el principio de legalidad, principio de proporcionalidad, principio de humanidad, etc. 

Y se obtenga una pena justa y proporcional, que contribuya a su resocialización, 

reeducación y rehabilitación del sentenciado. Asimismo, una sentencia 

condenatoria sin motivarla ni fundamentada idóneamente genera estado de 

indefensión en el sentenciado y vulnera su derecho al debido proceso. 

En consecuencia, al aplicar la determinación judicial de la pena, el Juez va a 

transitar por dos momentos secuenciales y necesarios cuando proceda a fijar la 

pena a imponer: primero momento: define la pena básica, segundo momento: 

individualiza la pena concreta.  

Esto significa que el Juez podrá imponer una pena bajo los límites punibles 

señalados por el legislador. Así, el Magistrado no podrá excederse de los límites 

señalados por la ley penal, salvo en el caso de reincidencia. En este punto, es 

necesario resaltar que existen delitos en los que el mínimo o el máximo de pena no 

aparecen definidos en la sanción del delito en particular, el Juzgador debe 

individualizar la pena concreta, entre el mínimo y el máximo de la pena básica, así 

como el sistema de tercios (tercio inferior, tercio intermedio y tercio superior); 

evaluando, para ello, las diferentes circunstancias como las contenidas en los 

artículos 45º y 46º del C. P., las mismas que pueden ser circunstancias atenuantes, 

agravantes o privilegiadas. 

 Asimismo, es necesario mencionar, qué en nuestro ordenamiento penal, existen 
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instituciones especiales, como lo son: la Terminación Anticipada, Conclusión 

Anticipada de juicio, Confesión Sincera, Colaboración Eficaz, etc. que beneficiaran 

al acusado con la reducción de la pena, porque gracias a que muchos de los 

agentes delictivos al acogerse a esos beneficios, contribuyen a que el proceso 

termine, ahorrándole al estado tiempo y dinero. 

Finalmente, el Magistrado al efectuar todo lo antes aludido, estará realizando sus 

sentencias con motivación, acorde con el principio de proporcionalidad, respetando 

el debido proceso y sobretodo respetando los derechos que le asisten al acusado, 

imponiéndole por tanto una pena justa, que va acorde con el daño causado. Y 

respetando la aplicación de lo dispuesto en los artículos 45º, 45-Aº, 46º, 46º-A, 46º-

B,46º-C del C. P., los mismos que fueron incorporados y/o modificados por la Ley 

Nº 30076, de fecha 19 de agosto del año 2013. 

.    
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RECOMENDACIONES 

 

Hasta la fecha el ámbito de esta institución, no es abordado en forma constante 

e integral en las instancias de capacitación; y que el tratamiento técnico y 

valorativo, es realizada por el por el Juez donde decide al malhechor la sanción 

de un delito, se han realizado, en diversos de casos de un modo más 

experimental, que técnica, toda vez que recomienda que se efectúen 

constantemente, las capacitaciones a los administradores de justicia, con la 

finalidad de que se propicie una mejor administración de justicia en nuestro 

país, más predecible y justa. 

Que, deben los señores legisladores mejorar el marco normativo que regula a 

la dicha institución, con el fin de organizar sistemáticamente este 

procedimiento, para que los operadores de justicia como la sociedad, 

encuentren todo un camino, bastante preciso y organizado en lo referente en el 

uso de dicha institución, esto permitirá que toda persona u operador 

jurisdiccional, se va aproximará, en función de esas normas,  a un resultado 

punitivo muy similar y por conocerá el correcto procedimiento. 

Asimismo, se recomienda qué al usar dicha institucion, los señores magistrados 

no se deben sensibilizar con determinados procesos, deben ser parciales, y no 

intentar apoyar o aliviar la magnitud de los efectos jurídicos que le corresponde 

imponer a un determinado malhechor, utilizando el principio de humanidad, no 

se debe desvirtuar este principio. Toda vez que por el principio de  humanidad, 

el  Estado no puede diseñar, ni aplicar ni ejecutar sanciones penales que 

afecten la dignidad de la persona, su constitución psicofísica de los 

condenados, las sanciones que se impondrán a un autor de un hecho punitivo, 

debe ser justa y proporcional, conforme a los efectos que enmarcan el hecho 

delictivo, y no tratar de justificar o minimizar es las mencionadas circunstancias. 
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